PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que  el Poder Ejecutivo Provincial por la vía que corresponda haga saber al Ministerio de Trabajo de la Nación, nuestro requerimiento para que se de inmediato cumplimiento al acta acuerdo suscripta el 27 de julio de 2004 entre la empresa Sulfacid S.A. y el Sindicato Único de Trabajadores de la Industria Química y Petroquímica de Fray Luis Beltrán, en la provincia de Santa Fe,  teniendo en cuenta que se ha reanudado el conflicto gremial a raíz del despido de tres trabajadores.

Sr. Presidente:

 

En julio de 2004 se suscitó un conflicto entre la empresa Sulfacid S.A. en la localidad de Fray Luis Beltrán, Provincia de Santa Fe y los trabajadores de la misma afiliados a S.U.T.R.A.Q.U.Y.P. (Sindicato Único de Trabajadores Químicos y Petroquímicos), debido a que dicha empresa no abonaba un aumento salarial. Ante la denuncia por parte de la organización sindical se inicio de un conflicto con medidas de fuerza; Sulfacid reaccionó cerrando la empresa.

 

El conflicto se resolvió y ambas partes contrajeron el compromiso de establecer una cláusula de “paz social” entre el 27 de julio de 2004 y el 31 de diciembre de 2005, según consta en el acta acuerdo celebrada en el  Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación.

 

En el mismo sentido, la empleadora asumió el compromiso de reincorporar en fecha 26 de enero de 2005 a seis trabajadores que se encontraban denunciados ante la Justicia Penal de la ciudad de San Lorenzo, siempre que esta última no se expidiera positivamente acerca de la responsabilidad de los mismos y el sindicato aceptó la no reincorporación efectiva a sus puestos de trabajo de dichos trabajadores en la búsqueda de la resolución del conflicto.

 

La Justicia Penal nunca encontró motivos suficientes ni siquiera para citarlos, por lo que los seis trabajadores patrocinados por la organización gremial solicitaron inmediata reincorporación en sus funciones habituales. La misma les fue negada aludiendo la existencia de una causa penal y despidiendo a los trabajadores sin invocación de causa alguna.

 

Hasta la fecha han sido totalmente infructuosos los intentos tanto de la Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social de la Provincia de Santa Fe como del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación para que la empresa Sulfacid S.A. cumplimente con lo acordado en el acta de referencia, reinsertando a los trabajadores en sus tareas normales y habituales. Esto marca claramente la actitud de la empresa de romper con  todo lo acordado, provocando la reanudación del conflicto.

 

Los intereses contrapuestos entre los empresarios y los trabajadores, con los que se intenta introducir un ideal de paz social para lograr un orden disciplinado en la producción, 
  pueden reforzar los planteamientos autoritarios potenciando el poder empresarial sin respetar las verdaderas formas de representación y participación del personal. 

 

Si no se cumple por parte de la empresa con el pacto de paz social que aliente una actitud positiva de empresarios y trabajadores ante los permanentes conflictos entre el capital y el trabajo, la consecuencia es que el poder empresarial se ve potenciado y que no se respetan las formas de representación y participación de los trabajadores.

 

Por todo ello, si la neutralización del conflicto social laboral en la empresa se pretende alcanzar a costa de limitar los derechos individuales y colectivos de los trabajadores y de un correlativo incremento de los poderes empresariales, las propuestas de la empresa como comunidad no merecen otra calificación que la de constituir un mero ropaje formalista y ampuloso para otorgar un reconocimiento jurídico a la empresa como poder normativo autónomo.

 

El conflicto que hoy nos ocupa no es sino la continuación de la que denunciáramos en julio de 2004 cuando decíamos: 

“...la empresa Sulfacid S.A. no paga el aumento salarial, suspenden la producción, cierran la fábrica, suspenden y despiden a los trabajadores y convocan a la policía para custodiar la propiedad privada. 

Y es increíble que,  el ex presidente de Bolivia, Sánchez de Lozada, dueño del 60% de las acciones de Sulfacid, se anime a decir que no hay Estado, ni gobierno, ni Secretario de Trabajo, ni justicia que colme sus expectativas....”

 

Hoy no nos resulta increíble. Todo lo contrario, hoy vienen por más. No cumplen ni con las obligaciones que asumieran ante el Ministerio en un marco de pretendida “paz social”. Por ende, la pugna en la que se coloca hoy la empresa Sulfacid S.A. no es frente a un colectivo de trabajadores organizado, sino frente al Estado mismo. Y lo que es peor, de una manera violenta. El compromiso asumido por ambas partes esta claramente expuesto en los artículos 2º, 3º y 6º del acta que se adjunta. 

 

Atentar contra la efectiva dación de trabajo a tres trabajadores es provocar el ejercicio del derecho natural de defensa de todos los trabajadores del cordón, con el consiguiente perjuicio para el resto de los sectores.

 

Los contratos son ley para las partes: Es nada más ni nada menos que esa ley, ese acuerdo suscripto ante el Ministerio la que debe ser APLICADA. Es al Estado como autoridad máxima de aplicación en este conflicto que le solicitamos que asuma la responsabilidad social devenida del mandato constitucional de “APLICAR” las leyes, de hacerlas cumplir, siendo este el único medio para salvaguardar las instituciones de un Estado de Derecho. 

 

Sólo un Estado sostenido por el convencimiento de que el ser humano y sus necesidades son susceptibles de ser preferidos, podrá sostenerse, de lo contrario se transformará en un mero recurso formal, subyaciendo en  la irresponsabilidad de algunos capitales el verdadero poder.  



Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

